
Señores 
HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA  
-SALA CIVIL- 
Honorable: Magistrada: Liana Aida Lizarazo Vaca 
Tribunal Superior Sala 008 CIVIL DE BOGOTA D.C. 
E.  S.   D. 
 

 

CLASE PROCESO: DECLARATIVO VERBAL 
 
Demandante: CIRO ANTONIO RODRIGUEZ VESGA 
 
Demandado: AGRUPACION DE VIVIENDA VILLA DE CALASANZ I ETAPA P.H. 
 
RAD No. 023 2019 00175 02 
 
ASUNTO: Recurso de reposición contra providencia calendada 18 de Mayo de 
2021 

 
YOLIMA PALMA VILLEGAS, como apoderada de la parte demandada en el proceso de 
la referencia, procedo a formular RECURSO DE REPOSICION contra la providencia 
notificada por estado el 19 de Mayo de 2021, con base en las siguientes razones de orden 
fáctico y jurídico: 
 

1. En ESTADO ELECTRÓNICO E-8366 del 19 de Mayo de 2021, se notificó la 
providencia mediante la cual se admitió en el efecto suspensivo el recurso de 
apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia proferida el 12 de 
Agosto de 2020, disponiendo correr por el término de 5 días el término previsto en 
el Art. 14 del Decreto 806 de 2020, a partir de la ejecutoria de dicha providencia,  
providencia que se encuentra debidamente cargada y descargable al clickear sobre 
la palabra Descargar del mismo sitio. 
 

2. No obstante lo anterior, no podrá referirse la suscrita, con especial precisión y 
puntualidad, a las puntos materia de apelación, pues el escrito de sustentación del 
recurso no se encuentra publicado en el Micrositio Web ni tampoco fue remitido 
por el profesional del derecho que actúa como demandante a sabiendas de la 
exigencia consagrada en el Num. 14 del Art. 78 del C.G. del P., en concordancia 
con el Art. 3 del Decreto 806 de 2020 omitiendo la remisión del memorial que 
fuera radicado ante el Juzgado 23 Civil del Circuito como se aprecia de la imagen 
adjunta: 
 

 
 



 
3. Téngase en cuenta que el acto procesal de notificación responde al principio 

constitucional de publicidad de las actuaciones públicas, mediante el cual se 
propende por la prevalencia de los derechos fundamentales al debido proceso y al 
acceso a la Administración de Justicia (artículos 29 y 229 de la Constitución 
Política), dado que se garantiza el ejercicio de los derechos de defensa, de 
contradicción y de impugnación previstos en el ordenamiento jurídico.  
 

4. En ese orden, la notificación del inicio y de las distintas actuaciones efectuadas en 
desarrollo de un proceso, permiten hacer valederos los derechos procesales 
constitucionales de los asociados, ya que faculta a las partes y a los intervinientes 
tanto para oponerse a los actos de la contraparte como para impugnar las 
decisiones adoptados por la autoridad competente dentro de los términos previstos 
en la ley.  
 

5. Así las cosas, la obligación de notificar a las partes e interesados, se establecen en 
virtud de un mandato constitucional consagrado en el artículo 29 de la Constitución 
Política… el principio de publicidad, visto como instrumento para la realización del 
debido proceso (Art. 14 C.G. del P), implica: la exigencia de proferir decisiones 
debidamente motivadas en los aspectos de hecho y de derecho, y el deber de 
ponerlas en conocimiento de los distintos sujetos procesales con interés jurídico 
dentro del proceso, a través de los mecanismos de comunicación instituidos en la 
ley, con el fin de que puedan ejercer sus derechos a la defensa y contradicción. 
 

6. Es así como en virtud de lo consagrado en el Parágrafo 1 del Art. 2 del Decreto 
806 de 2020 se estableció que debe garantizarse el debido proceso, la publicidad, 
y el derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información 
y de las comunicaciones, procurando la efectiva comunicación virtual con los 
usuarios de la administración de justicia, adoptando las medidas pertinentes para 
que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos; con lo cual si bien el H. 
Tribunal Superior, publicó en el Micrositio Web el estado, la providencia mediante 
la cual se admitió en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por el 
demandante contra la sentencia proferida el 12 de Agosto de 2020, disponiendo 
correr por el término de 5 días el término previsto en el Art. 14 del Decreto 806 de 
2020, lo cierto es que ésta profesional del derecho quien actúa como apoderada de 
la demandada desconoce el escrito de sustentación del recurso y por ende los 
puntos sobre los cuales centró su inconformismo el apelante, lo cual hace 
imposible ejercer el derecho de defensa y contradicción que le asiste a la 
AGRUPACION DE VIVIENDA VILLA DE CALASANZ I ETAPA P.H. 
 
 

7. Como consecuencia de lo anterior y conforme a posición jurisprudencial de la Corte 
Suprema de Justicia frente a la notificación de las decisiones judiciales en las 
circunstancias actuales y de relevancia en el uso de las tecnologías de la 
información; solicito comedidamente revocar el proveído calendado 18 de 
Mayo de 2020, y se profiera nuevo auto en el que se acompañe a la notificación 
por Estado el escrito de sustentación del recurso de apelación, o en su defecto se 
requiera a la parte demandante –apelante. En ésta sede para que me comparta el 
escrito de sustentación conforme se lo señaló explícitamente el correo remitido 
desde la cuenta de correo: des08ctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, al señalar: 
 
Es importante tener en cuenta que el numeral 14 del artículo 78 del Código 
General del Proceso estableció que a cada uno de los apoderados les asiste 
el deber de “[e]nviar a las demás partes del proceso después de notificadas, 
cuando hubieren suministrado una dirección de correo electrónico o un 
medio equivalente para la transmisión de datos, un ejemplar de los 
memoriales presentados en el proceso”. En consecuencia, en cumplimiento 
de dicho deber, cada una de las partes deberá remitir a su contraparte copia 
del respectivo memorial. 

 
 
 
 
 
 



8. Habrá de tenerse en cuenta que la reseña jurisprudencial advierte que los “estados 
electrónicos deben contener, además de lo preceptuado en el Art. 295 CGP, la idea 
central (información idéntica y coherente) de lo decidido por el Juez; si lo 
notificado no concuerda con lo definido por el juez, no hay lugar a una 
ponderación del contenido de ambos para verificar cuál predomina, porque esto se 
traduciría en que el margen de error fuese la regla y no la excepción, incentivando 
la desconfianza en las actuaciones electrónicas. Finaliza indicando que éstas 
inconsistencias entre uno y otro, deben ventilarse en el trámite de una nulidad 
procesal. 

 
En consecuencia, y en aras de evitar nulidades procesales más adelante en la actuación 
surtida, solicito comedidamente REVOCAR el auto por las razones expuestos y proferir 
decisión notificada en debida forma, publicando y acompañando de igual manera la 
sustentación o escrito de apelación en mención. 
 
En consecuencia, dígnese proceder de conformidad. 
 
De la Honorable Magistrada 

 
YOLIMA PALMA VILLEGAS 
C.C. No. 52.710.463 de Bogotá 
T.P. No. 164.534 del CSJ. 
Correo electrónico: yolipalvi2012@hotmail.com  
 
 



 

 

Señores Magistrados 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
Sala Civil 
Magistrado Ponente: Dr. Carlos Augusto Zuluaga Ramírez 
E. S. D. 
 

Proceso  :  Verbal 

Demandante  : INVERSIONES GUTIÉRREZ GARCÍA & CIA. S. EN C. 

Demandado  :  COMCEL S.A. 

Radicación  :  2018-00378-01 

Asunto  : Recurso de Reposición 

 
Yo, LUIS FERNANDO SALAZAR LÓPEZ, mayor de edad y vecino de esta ciudad, 
identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma, obrando en mi 
condición de apoderado de la sociedad COMCEL S.A., en el proceso de la referencia, 
por medio del presente escrito manifiesto a usted que, en tiempo, interpongo 
RECURSO DE REPOSICIÓN en contra el auto de 18 de mayo de 2021, proferido por su 
despacho, el cual fue notificado en el estado de 19 de mayo siguiente, con el fin de que 
dicha providencia sea modificada. 
 

FUNDAMENTOS DE INCONFORMIDAD 
 
Los fundamentos de mi inconformidad con dicha providencia los expongo a 
continuación, así: 
 
1. Por medio de dicho auto, su despacho, dispuso admitir el recurso de apelación que 

fuera interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia de 13 de octubre 
de 2020, proferida por el juzgado 40 Civil del Circuito de Bogotá, y ordenó imprimir 
al proceso el trámite previsto en el artículo 14 del decreto legislativo 806 de 2020. 
 

2. Sin embargo, en dicho auto su despacho no hizo ninguna mención al recurso de 
apelación que, a nombre de COMCEL S.A., también interpuse en contra de dicha 
sentencia mediante mensaje de datos que dirigí al juzgado y que fuera recibido en 
su buzón de correo electrónico el día 23 de noviembre de 2020, a las 15:09 horas. 
 

3. De igual forma, su despacho no tuvo en cuenta que dicho recurso interpuesto por 
COMCEL S.A., también fue concedido por el juzgado 40 civil del Circuito, en el efecto 



 

 

suspensivo, por auto del 25 de enero de 2021, notificado en el estado electrónico 
010 de 26 de enero siguiente, en el cual se dispuso: 

 
“… De conformidad con lo previsto en el numeral 3º, inciso 2º del artículo 322 del 
Código General del Proceso, el Juzgado RESUELVE: 
 
CONCEDER ante el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C. – Sala 
Civil, el recurso de apelación impetrado por ambos extremos de la Litis, en el 
efecto SUSPENSIVO, en contra de la sentencia proferida el pasado 13 de octubre 
de 2020” (SUBRAYAS FUERA DE CONTEXTO) 

 
4. En esas condiciones al haber sido interpuesto oportunamente y a la haber sido 

concedido por el Juzgado A-QUO, dicho recurso de apelación interpuesto por 
COMCEL S.A., también ha debido ser admitido por su despacho. 
 

PROCEDENCIA DEL RECURSO 
 
El anterior recurso de reposición es procedente en la forma prevista por el artículo 318 
del CGP. 
 

PETICIONES 
 
Con base en lo anteriormente expuesto, solicito a ustedes modificar el auto recurrido 
para que en el mismo se disponga también la admisión del recurso de apelación 
interpuesto por COMCEL S.A., en contra de la sentencia recurrida. 
 
De ustedes, atentamente, 
 

 
Luis Fernando Salazar López 
T.P. # 12.386 del CSJ 
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Señor 
Germán Valenzuela Valbuena 
Magistrado Sala Civil 
Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
_________________________________________ 
E.                                      S.                                             D.  
                                             

Referencia: Proceso verbal 
Radicado: 11001-31-99-002-2019-00212-01 
Demandante: Bienes y Arte Bienart S.A.S. 
Demandado: Ana Denis Torres Rivera y otro 

 
Asunto: Sustentación recurso de apelación 

  
Carlos Páez Martin, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 80.094.563 de Bogotá, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 
152.563 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado judicial principal de la 
parte demandante, estando en la oportunidad procesal pertinente, me permito sustentar los reparos 
concretos de apelación formulados contra la sentencia dictada el 2 de junio de 2020 por la 
Superintendencia de Sociedades – Grupo de Jurisdicción Societaria I -, en los siguientes términos: 
 

I. Oportunidad 
 
Prescribe el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020 que “[e]jecutoriado el auto que admite 
el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar 
dentro de los cinco (5) días siguientes.” 
 
El auto por medio del cual se corrigió el auto admisorio del recurso de apelación e incorporó al 
expediente la prueba documental que se aportó en segunda instancia se notificó por la página web 
de la rama judicial mediante el estado electrónico del 10 de mayo de 2021, quedando ejecutoriado 
el 13 de mayo siguiente; circunstancia por la que el término para sustentar el recurso empezó a correr 
el 14 y finaliza el 21 de mayo de 2021. 
 
Advirtiéndose de esta manera que la sustentación del recurso que aquí se realiza se encuentra en 
término. 
 

II. Sustentación 
 
En la sentencia anticipada dictada se estimó declarar, de oficio, la “falta de legitimación por pasiva 
respecto a Jorge Enrique Torres Rivera”. 
 
Decisión que no se comparte por cuanto, para llegar a la anterior decisión, se omitió decretar y 
valorar con apego a los principios de la sana crítica y las reglas de la experiencia, los demás medios 
de prueba que se solicitaron en la etapa procesal pertinente, y que llevan al convencimiento al 
funcionario con funciones jurisdiccionales de que Jorge Enrique Torres Rivera realizó actos de 
administrador en la sociedad Bienes y Artes Bienart S.A.S. 
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Entre uno de los argumentos de la sentencia apelada se indicó que en la demanda no se realizó 
ninguna pretensión dirigida a obtener una declaración en contra del señor Torres Rivera como 
administrador de hecho de la sociedad y que al haberse solicitado directamente su declaración de 
responsabilidad en la demanda dejaba en evidencia la falta de legitimación en la causa de Jorge Torres 
Rivera. 
 
La apreciación realizada en la sentencia impugnada se aparta de la jurisprudencia expuesta en 
relación con la interpretación de la demanda y la calidad de administrador, como pasa a precisarse. 
 
En relación con la interpretación de la demanda se ha establecido por la jurisprudencia nacional que 
en eventos como en aquellos en los que el lenguaje de la demanda, sin ser indescifrable por 
completo, no se ajusta a la claridad y precisión indispensables en su formulación, le corresponde al 
juzgador interpretar el libelo introductorio de manera integral, buscando obtener el mayor provecho 
de lo narrado al interior del mismo, a fin de desentrañar las eventuales irregularidades que en él se 
presenten para adoptar la decisión de mérito que corresponda, destacando que tal ejercicio debe 
dirigirse de manera exclusiva a esclarecer los apartes que presentan oscuridad, sin que pueda el 
fallador llegar al absurdo de modificar en todo lo pretendido por el demandante, pues ello conduciría 
antes que a fortalecer la administración de justicia, a producir decisiones ultra y extra petita en un 
campo en que está por sentado que la dispensa de justicia ha de ser rogada, como ocurre, por lo 
general, en el campo civil. 
 
Frente al tema, la Corte Suprema de Justicia ha considerado: 
 
“Para no sacrificar el derecho material en aras de un culto vano al formalismo procesal, al juez 
corresponde interpretar la demanda, labor que ha de realizar ‘mirándola en su conjunto, en forma 
razonada y lógica, como quiera que la intención del actor muchas veces no está contenida en el 
capítulo de las súplicas, sino también en los presupuestos de hecho y de derecho por él referidos a 
lo largo de la pieza fundamental. Basta que la intención aparezca claramente del libelo, ya de manera 
expresa, ora por una interpretación lógica basada en todo el conjunto del mismo’, pues ‘la torpe 
expresión de las ideas per se no puede ser motivo de rechazo del derecho suplicado cuando éste 
alcanza a percibirse en su intención y en la exposición que de los presupuestos fácticos hace el 
demandante en su demanda’. (G.J. Tomo CLXXVI, número 2415, pág. 182).”1 
 
Ahora, en relación con la calidad de administrador se ha establecido: 
 
“En efecto, en el Libro I de la Ley 222 de 1995, se estableció el Régimen de Sociedades, y en el Capítulo 
IV, de los Órganos Sociales, se consagra en la Sección II lo referente a los administradores (artículos 
22 al 25), señalando quienes tienen esta calidad, sus deberes y responsabilidades, y lo relacionado 
con la acción social de responsabilidad contra éstos.  
 
En efecto, el art. 22 de la citada ley, indica que son administradores el representante legal, el 
liquidador, el factor, los miembros de juntas o consejos directivos y quienes conforme a los estatutos 
ejerzan o detenten dichas funciones.”2 
 

 
1 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil, Familia y Agraria. Sentencia del 19 de noviembre de 
2002 (Exp. 7001) 
2 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-123 de 2006. 
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Criterio que ha sido acogido por la doctrina al señalar: 
 
“Fenómeno análogo se presenta con las personas que por razón de las responsabilidades propias de 
sus cargos, actúan en nombre de la sociedad, como sucede con los vicepresidentes, subgerentes, 
gerentes zonales, regionales, de mercadeo, financieros, administrativos, de producción y de recursos 
humanos, entre otros, quienes pueden tener o no la representación de la sociedad en términos 
estatutarios o legales y serán administradores si ejercen funciones administrativas o si las detentan, 
de donde resulta que es administrador quien obra como tal y también lo es quien está investido de 
facultades administrativas”3 
 
De las citas que vienen de realizarse emerge que la calidad de administrador no depende de manera 
exclusiva de lo que disponga la ley o los estatutos, puesto que también tendrá dicha condición quien 
efectivamente detente o ejerza funciones administrativas en la sociedad. 
 
En este contexto se tiene que del examen a la demanda, las pretensiones se dirigieron a que se 
declare que Jorge Enrique Torres Rivera en su condición de administrador de la sociedad infringió los 
deberes de lealtad para con la sociedad y el de rendir cuentas de su gestión, con lo cual se advierte 
claramente la intención de la parte demandante en que se obtenga la declaración de responsabilidad 
en relación con la persona que detentó y ejerció funciones administrativas en la sociedad, tal y como 
se observa del relato realizado en la demanda, con lo cual queda de presente que los argumentos 
realizados en la sentencia anticipada desconocen la intención inequívoca de las pretensiones de la 
demanda en cuanto a obtener una declaración de responsabilidad frente a quien se desempeñó en 
su oportunidad como administrador. 
 
En el presente asunto es claro que se solicita la declaración de responsabilidad de quien ejerció como 
administrador de Bienes y Artes Bienart S.A.S. S.A.S., hecho que se probaría en la etapa procesal 
correspondiente de acuerdo a las pruebas legal y oportunamente solicitadas; en este punto guarda 
especial relevancia que en la sentencia anticipada dictada, además de no otorgar la oportunidad para 
presentar alegatos de conclusión, no se dirigió esfuerzo argumentativo alguno que llevara a concluir 
porqué las pruebas solicitadas en la demanda no eran procedentes para adoptar la decisión de mérito 
que correspondiera. 
 
En este punto es de destacar que los testimonios solicitados en la demanda y al momento de 
descorrer las excepciones de mérito formuladas, se refieren a las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en que el demandado se desempeñó como administrador de Bienes y Artes Bienart S.A.S., 
pruebas que de haberse practicado en la oportunidad pertinente demostrarían el supuesto de hecho 
que se invoca en la demanda. 
 
Además de los testimonios que se solicitaron en la demanda, se aportó copia de la escritura pública 
No. 3617 del 12 de octubre de 2016 otorgada en la Notaría 24 del Círculo de Bogotá, en la que se 
advierte que a Jorge Enrique Torres Rivera se le otorgaba poder general “con las más amplias 
facultades dispositivas y administrativas”; sin embargo, dicha prueba documental no fue valorada por 
la funcionaria con funciones jurisdiccionales al momento de proferir sentencia anticipada, 
vulnerando con ello el derecho fundamental al debido proceso de la parte demandante al adoptar 

 
3 SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, Concepto 220-021059 del 26 de febrero de 2013, en el que se cita la 
doctrina expuesta en la Circular Externa 9 del 18 de julio de 1997 y la Circular Externa 100-006 del 25 de marzo 
de 2008”. 
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una decisión con apoyo en las pruebas regular y oportunamente allegadas conforme prescribe el 
artículo 164 del Código General del Proceso. 
 
En este punto resulta importante destacar que el señor Jorge Enrique Torres Rivera suscribió estados 
financieros de la sociedad Bienes y Artes Bienart S.A.S., situación que pone de manifiesto que ejercía 
funciones de administración en la sociedad. 
 
Prueba documental que no fue redargüida por la parte demandada una vez se puso en conocimiento 
de las partes por el Tribunal Superior de Bogotá, mediante el auto del 10 de mayo de 2021. 
 
De menara que en el sub lite no existían medios de prueba que permitieran advertir, como se hizo en 
la sentencia anticipada apelada, que se encontraba probada la falta de legitimación en la causa por 
pasiva, más aún cuando se aportaron medios de prueba que permiten advertir que el señor Torres 
Rivera ejerció actos de administración, situación que, se insiste impedía dictar sentencia hasta que 
se agotarán las etapas procesales correspondientes y se recaudarán los medios de convicción 
solicitados. 
 
En este punto corresponde destacar que para poder dictar sentencia anticipada, debían darse los 
siguientes presupuestos, tal y como lo ha puesto de presente la Corte Suprema de Justicia: 
 
“En síntesis, la permisión de sentencia anticipada por la causal segunda presupone: 1. Que las partes 
no hayan ofrecido oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; 2. Que habiéndolas 
ofertado éstas fueron evacuadas en su totalidad; 3. Que las pruebas que falten por recaudar fueron 
explícitamente negadas o desistidas; o 4. Que las probanzas faltantes sean innecesarias, ilícitas, 
inútiles, impertinentes o inconducentes.”4 
 
Presupuestos que no fueron satisfechos en la sentencia anticipada apelada, pues en su 
argumentación no se señaló por la funcionaria con funciones jurisdiccionales cuáles eran los motivos 
por los cuales, en su sentir, las pruebas que faltaban por recaudar eran innecesarias, impertinentes 
o inconducentes; ni mucho menos se otorgó la oportunidad de alegar de conclusión luego de recibir 
la declaración de parte de los extremos en litigio. 
 
Continuando con los motivos de inconformidad de la sentencia anticipada apelada, se observa que 
en desconocimiento de lo establecido en los artículos 160 y 167 del Código General del Proceso, 
según el cual las decisiones judiciales deben encontrarse soportadas en las pruebas legal y 
oportunamente aportadas, decretadas y practicadas al interior del proceso, en la decisión proferida 
no se realizó una valoración en conjunto de los medios de prueba, pues la decisión se basó en la 
declaración de la parte demandada, a la que le otorgó pleno valor probatorio, en la que negó ejercer 
funciones de administración en la sociedad, olvidando cotejar lo expuesto en las declaraciones con 
los demás medios de prueba obrantes en el proceso, valoración probatoria que de haberse realizado 
en conjunto, teniendo en cuenta además las pruebas que se omitió decretar, hubiese conducido a 
que Jorge Enrique Torres Rivera ejerció actos de administración en la sociedad Bienes y Artes Bienart 
S.A.S. 
 

III. Solicitud 
 

 
4 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, sentencia del 27 de abril de 2020, exp. 47001 22 13 000 2020 00006 01 
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En los anteriores términos me permito sustentar los reparos formulados contra la sentencia 
anticipada de fecha 2 de junio de 2020, motivo por el cual solicito, de manera respetuosa: 
 
1. Se revoque la sentencia anticipada de fecha 2 de junio de 2020, dictada por la Superintendencia 
de Sociedades – Grupo de Jurisdicción Societaria I -, en el proceso de la referencia. 
 
2. Se ordene continuar el trámite del proceso contra el demandado Jorge Enrique Torres Rivera. 
 
3. Se condene en costas de ambas instancias al extremo demandado. 
 
 

Del señor Magistrado,  
 
 
Carlos Páez Martin 
C.C. 80.049.563 de Bogotá 
T.P. 152.563 del C.S. de la J.   



 

Honorable Magistrado 
MARCO ANTONIO ALVAREZ GOMEZ 
Tribunal Superior – Sala Civil. 
Bogotá D. C. 
 
Asunto:   Sustentación Apelación Sentencia de Primera Instancia. 
Radicado:  11001310301120190045701 
Demandante: Juan Antonio Mera Pabón 
Demandado:  Positiva S. A. 
 
En mi calidad de apoderado judicial de Positiva S. A., dentro de la oportunidad 
debida, SUSTENTO la apelación en contra de la sentencia de primera instancia 
notificada el 18 de diciembre de 2020 y conforme al art. 14 del Decreto 806/20, 
dentro de la oportunidad debida, solicito al Honorable Tribunal Superior revoque 
esta decisión declarando probadas las excepciones propuestas y como 
consecuencia de ello se absuelva a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.. 

SUSTENTACIÓN DE LA APELACIÓN: 

Con todo respeto, considero que la señora Juez se equivocó en su decisión al no 
dar como probadas las excepciones de INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN POR 
AUSENCIA DE SINIESTRO, AUSENCIA DE COBERTURA O NO COBERTURA, 
LÍMITE EN EL ALCANCE RECONOCIDO DEL INTERÉS MORATORIO, por las 
siguientes razones: 

PRIMERO: INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN POR AUSENCIA DE 
SINIESTRO Y AUSENCIA DE COBERTURA O NO COBERTURA (El despacho 
las resolvió en una sola). Se encuentra probado el contrato de seguro y sus 
condiciones y no fue motivo de reparo, ni para la parte demandante, ni para el 
despacho, siendo así ley para las partes. Art. 1602 C. Civil. Específicamente para 
el amparo de Incapacidad Total y Permanente – en adelante ITP - la plurimentada 
condición:  

 

De lo anterior destaco tres condiciones especiales que se pactaron para que 
existiera el siniestro de ITP: (i) que la condición de salud fuera definitiva e 



irreversible, (ii) que le impidiera realizar cualquier otra actividad laboral (ocupación 
u oficio) y, (iii) que la enfermedad fuera diagnosticada con posterioridad al amparo 
y por un periodo no menor a 180 días. 

Para la primera condición destacada, si bien el despacho toma como referencia el 
Manual Único de Calificación, lo interpreta a favor del demandante apartándose de 
su real sentido y desconociendo que verdadero sentido de haberle dado 15 puntos 
a rol laboral. En su argumentación del punto 4.4.1.2., es claro en establecer los 
criterios para calificar el ROL LABORAL, siendo que la máxima clasificación al 
criterio número 6: “rol laboral en condiciones especiales o sin posibilidad de rol 
laboral – restricciones completas”. Con un porcentaje de 25 puntos. No existe duda 
que esta no fue la calificación dada al señor Mera Pabón, quien fue calificado en el 
4 criterio: “cambio de rol laboral o de puesto de trabajo”. Con lo que se concluye que 
la calificación del rol laboral no fue definitiva e irreversible. 

Me enfocaré en esta parte del recurso en la condición del contrato de seguro que el 
estado de salud del asegurado debe ser “definitivo e irresistible”. La prueba que 
sirve como sustento para fallar en nuestra contra es el dictamen No. 2017-97471093 
del 10/05/2017 de la Junta Regional de Calificación de Nariño hecho probado en los 
antecedentes punto 2.8., de la Sentencia. Que en el mismo se lee: “… y 
concretamente en la categoría de rol laboral y ocupacional su calificación fue 4, esto 
es, “cambio de rol laboral o puesto de trabajo”…” (resaltado nuestro). Patrón 
argumentativo que se mantiene durante todo fallo. Pero a la hora de juzgar lo 
abandona (Punto 4.4.1.3) para desconocer las pruebas obrantes en el proceso y 
fallar según su criterio personal sin ningún sustento científico. 

Para reclamar la absolución de la aseguradora se argumentó en exceptiva de 
inexistencia de la obligación por ausencia del siniestro el fundamento normativo que 
sirve como guía y límite para la Junta a la hora de dictaminar la perdida de capacidad 
laboral de los examinados. Los mismos argumentos fueron resumidos en la 
Sentencia en los numerales 4.4.1. De allí, insisto en la correcta interpretación del 
Manual Único de Calificación. Decreto 1507/2014, en especial en el Anexo Técnico 
– Titulo Segundo – Tabla No 1.1 

La tabla No 1, citada en la referencia, especifica claramente cada una de las 
categorías de las restricciones en el rol laboral: (i) activo sin limitaciones para la 
actividad laboral (ii) Rol laboral recortado: limitaciones leves para la actividad laboral 
(iii) Rol laboral o puesto de trabajo adaptado. (iv) Cambio de rol laboral o de puesto 
de trabajo con actividades recortadas. (v) cambio de rol laboral o de puesto de 

 
1 MinTrabajo. Manual Único de Calificación. Decreto 1507/2014. Pagina 139 y 140. 



trabajo con actividades recortadas. (vi) Rol laboral en condiciones especiales o sin 
posibilidad de rol laboral - restricciones completas. 

El Manual establece una calificación para cada una de categorías que inicia con 0 
y termina con 25, de cinco en cinco. En la medida que aumenta la categoría de la 
restricción laboral, aumenta el puntaje. Será 0 para quien esta activo y sin 
limitaciones y la máxima de 25 para quien tiene restricciones completas. 

No existe duda alguna de la calificación dada al demandante de 15 puntos y bien 
definida como “cambio de rol laboral o puesto de trabajo”. Es decir, la categoría 
numero 4. Definida así: 

 

La definición es muy clara en establecer que la persona en todo caso antes de los 
540 días calendario puede realizar su labor habitual. Con recomendaciones, sí. Pero 
igual no son definitivas e irreversibles. Que era la condición pactada en el contrato 
de seguro. 

Nótese lo claro, para que sirva de contraste, las definiciones de la categoría No.6, 
que si fácilmente puede ser calificada de definitiva e irreversible: 



 

Lamentablemente el fallador de instancia abandonó esta realidad fáctica y para su 
fallo acudió a definiciones de la praxis médica, que igualmente, ninguna de ellas 
predica que la enfermedad de base del asegurado sea definitiva e irreversible. 
Apartándose del dictamen aportado como prueba por el mismo demandante.  

Igualmente desconociendo las normas de interpretación que establece el art. 4 del 
Decreto 1507/2014, norma especial que regula la materia. Ya que estas definiciones 
se entienden dentro de su sentido natural y obvio. Sin que exista necesidad de llenar 
vacíos sin violar la ley. 

Así las cosas, el A quo se equivocó al desconocer las pruebas obrantes en el 
proceso y dio por probado sin estarlo, que la salud del asegurado era definitiva e 
irreversible. 

Muy relacionada con lo anterior, la segunda condición destacada, en una la 
interpretación personal sin tener prueba alguna en el proceso el A quo decide 
catalogar que la condición de salud del demandante no le permite desarrollar otra 
actividad laboral. Cuando los mismos peritos que dictaminaron la ITP la catalogan 
con limitaciones pero no es concluyente en la imposibilidad absoluta para desarrollar 
otra actividad. 

Para sustentar esta segunda condición contractual tomaré las categorías y 
definiciones precedentes porque son útiles y necesarias, y aclaran, cualquier duda 
¿Si el demandante puede o no realizar otra actividad laboral? 

Para este caso, tomaré como referencia el criterio “tiempo de ejecución” y la “forma 
de integración laboral” de cada una de las categorías señaladas, ya que para 
escoger la categoría respectiva el calificador deberá dar en conjunto los cuatro 
criterios descritos en cada categoría. 



Adviértase que para la categoría 4 en la que fue calificado el demandante el tiempo 
de ejecución es “sin limitación en el 100% de acuerdo a la jornada asignada” y la 
forma de integración laboral en con “reubicación definitiva”. 

Para la categoría 5 en la que NO fue calificado el demandante, porque como ya se 
ha dicho el calificador debe escoger UNA de las 6 categorías y darle el puntaje 
respectivo, el tiempo de ejecución es “sin limitación en el 50% de acuerdo a la 
jornada asignada” y la forma de integración laboral en con “la persona amerita y 
cuenta con el concepto de reconversión de mano de obra”. 

Y para la categoría 6 en la que TAMPOCO fue calificado el demandante el tiempo 
de ejecución es “sin limitación total para cualquier tipo de jornada laboral” y la forma 
de integración laboral en con “No existe. La persona permanece en casa o en 
una institución de cuidado especial”. (destacados nuestros) 

De una lectura desprovista de prejuicios se concluye fácilmente que el demandante 
al ser categorizado en el cuarto grupo puede ser reubicado y podrá trabajar el 100% 
de la jornada con las limitaciones propias, pero siempre siendo productivo. Dado lo 
anterior no se cumple la condición segunda señalada que le impida realizar 
cualquier actividad laboral (ocupación u oficio). Destaco cualquier porque ello 
implica una reubicación laboral. 

Por lo anterior se equivoca el A quo a darle el valor que no le corresponde al 
interrogatorio de parte y específicamente a su condición de pensionado sin 
ocupación alguna, para probar el cumplimiento de esta condición; cuando su fallo 
debió fundarse en la apreciación en conjunto de las pruebas regular y 
oportunamente allegadas al proceso. 

La tercera condición destacada, el A quo en su argumentación del punto 4.3.2.2., 
deja claro los síntomas iniciaron en septiembre de 2016 y su ultimo registro medico 
fue del 11 de julio 2017. Con fecha de estructuración del 9 de marzo de 2017. Lo 
anterior si bien sirve como base para que los peritos que califiquen la ITP lo 
relevante jurídicamente será la fecha de estructuración. Así lo determina el Decreto 
1507/2014 cuando define como fecha de estructuración como el momento en que 
las enfermedades llegan a un punto que generan la invalidez. No es acertado 
aseverar que el primer síntoma ya deja la persona invalida. Así para determinar la 
fecha a partir de la cual se debe contabilizar el termino de los 180 días pactados en 
la póliza será desde la fecha de estructuración (9 de marzo de 2017). Y la póliza 
tenía vigencia hasta 31 de mayo de 2017. Es decir que tan solo pasaron 80 días. 
No se comprende cómo está demostrada que la ITP fue diagnosticada en vigencia 
de la póliza y que ella duró por más de 180 días. 



Para sustentar mi recurso cito la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala 
Laboral SL-4178-2020, por ser la máxima autoridad judicial para resolver los temas 
especializados en salud laboral: “1°) ¿Qué se entiende por la data de estructuración 
de la invalidez a la luz del Manual Único para la 
Calificación de la Pérdida de la Capacidad Laboral y 
Ocupacional? Fecha de estructuración: Se entiende como la fecha en 
que una persona pierde un grado o porcentaje de su capacidad laboral u 
ocupacional, de cualquier origen, como 
consecuencia de una enfermedad o accidente, y que se 
determina con base en la evolución de las secuelas que han 
dejado estos. Para el estado de invalidez, esta fecha debe ser 
determinada en el momento en el que la persona evaluada 
alcanza el cincuenta por ciento (50%) de pérdida de la 
capacidad laboral u ocupacional. Esta fecha debe soportarse 
en la historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda 
diagnóstica y puede ser anterior o corresponder a la fecha de 
la declaratoria de la pérdida de la capacidad laboral. Para 
aquellos casos en los cuales no exista historia clínica, se debe 
apoyar en la historia natural de la enfermedad. En todo caso, 
esta fecha debe estar argumentada por el calificador y 
consignada en la calificación. Además, no puede estar sujeta 
a que el solicitante haya estado laborando y cotizando al 
Sistema de Seguridad Social Integral.” 

Luego entonces dado que se condicionó el amparo a “siempre que tal condición 
haya existido de manera continua por un periodo no menor a ciento ochenta (180) 
días”. La pregunta obvia es ¿De que condición se debe partir el computo de los 180 
días? 

De la lectura armónica y sistemática del contrato de seguro y conforme a las normas 
que regulan la materia estaríamos hablando de la condición de invalidez. Nótese 
que se esta reclamando el amparo de perdida de capacidad laboral denominado 
Invalidez Total y Permanente – ITP -. Dado ello y conforme al Decreto 1507/2014 y 
la jurisprudencia citada, se considera la persona invalida desde “que la persona 
evaluada alcanza el cincuenta por ciento (50%) de la perdida de capacidad laboral”. 
Lo que técnicamente se denomina la FECHA DE ESTRUCTURACIÓN.  

No es desde su primer síntoma, porque seguramente no es suficiente para ser 
evaluado con el 50% de ITP. Serán los evaluadores quienes de manera técnica y 
científica determinarán a partir de que momento logró el 50% de invalidez y así lo 
dejaran escrito en su dictamen como fecha de estructuración. 

Por ello, con todo respeto, se equivoca el A quo a tomar como referencia la aparición 
de los síntomas para contabilizar los 180 días. Desconociendo las pruebas 
existentes en el proceso. 

Se insiste que para determinar la fecha a partir de la cual se debe contabilizar el 
termino de los 180 días pactados en la póliza será desde la fecha de estructuración 



(9 de marzo de 2017). Y la póliza tenía vigencia hasta 31 de mayo de 2017. Es decir 
que tan solo pasaron 80 días. No se comprende cómo está demostrada que la ITP 
fue diagnosticada en vigencia de la póliza y que ella duró por más de 180 días. 

Para terminar esta parte deseo insistir con lo que inicié mi argumentación. El 
contrato de seguro y sus condiciones generales y particulares, nunca han estado 
en discusión, ni por la parte demandante, ni por el Juez. Siendo ley para las partes. 
 
 
SEGUNDO:  LÍMITE EN EL ALCANCE RECONOCIDO DEL INTERÉS 
MORATORIO.  

En consonancia con el precedente jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia 
Sentencia SC 1916 - 2018 del 31/05/2018 siendo M. P. Aroldo Quiroz. La condena 
a intereses a la aseguradora es una sanción por su actuar contrario a las normas y 
el contrato de seguro. Como lo hemos demostrado en el proceso y argumentado en 
la presente apelación, la reclamación del demandante no se encuentra ajustada a 
la ley por los motivos serios y fundados que fue objetada, por ello, la constitución en 
mora de la aseguradora será como consecuencia a la reconvención judicial ya que 
sólo allí se tendrá como acreditado el derecho y desde esa fecha serán los efectos 
moratorios.  

En reciente jurisprudencia STC 8573/2020 la Corte Suprema condesó las reglas 
sobre la materia así: “… la Corte ha establecido que «los intereses moratorios» se 
pagarán desde: (i) El mes siguiente a la fecha en que el tomador o beneficiario 
pruebe el «siniestro» y la cuantía, aun extrajudicialmente, (Art. 1077 C.Co), (ii) La 
«ejecutoria de la sentencia» que ordena el pago, cuando la aseguradora objeta la 
reclamación y únicamente durante el trámite del proceso se acredita «el siniestro» 
y se determina su monto (SC5217-2019) y (iii) La notificación del auto admisorio de 
la demanda al demandado, si se demostró «el siniestro» con «la reclamación», pero 
el valor de la pérdida se logra «probar» “al interior del proceso judicial” (SC5681-
2018). 

“Así mismo, en SC5681-2018 se arguyó, que: “Los fragmentos jurisprudenciales 
que acaban de citarse explican que la aseguradora sólo incurre en mora cuando no 
paga la indemnización dentro del mes siguiente a la fecha de la reclamación, si ésta 
se ha hecho debidamente por el asegurado y con el cumplimiento de la carga 
probatoria sobre la existencia del siniestro y el valor del daño”.  

Pero esa sanción –ha afirmado esta Corte– «no se impone de manera objetiva, pues 
para que haya lugar a ella es necesario que la falta de pago de la indemnización 
carezca de causa justificada o le sea imputable al asegurador, por lo que el juez 
deberá entrar a valorar en todos los casos el motivo del retraso en la liquidación» 
(SC 5 nov. 2013, exp. 1998-15344-01). 



Honorables Magistrados es evidente con los argumentos del presente recurso que 
la posición de la Aseguradora esta plenamente ajustada a derecho, en ningún 
momento ha sido una decisión arbitraria o abusiva y menos reprochable para que 
sea objeto de una sanción. Por esta razón, ruego que en caso de que su decisión 
sea confirmar la condena en contra de la Aseguradora se revoque el aparte de la 
sentencia de primera instancia que ordena el pago de intereses desde la fecha 
vencida de la reclamación y en su defecto ordene el pago de intereses desde la 
ejecutoria de la sentencia de segunda instancia.  

 

TERCERO: AGENCIAS EN DERECHO.  El despacho ha tasado las agencias en 
derecho en la suma de $7.500.000, sin que la sentencia se especifique  “además, 
la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte 
que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales. 
Con todo respeto dada la naturaleza del proceso y la actuación de las partes en 
proceso resulta desproporcionada la condena en costas. Al tenor del art. 366 del 
CGP. 

Si bien el art. 366-4 ordena aplicar las tarifas que establezca el Consejo Superior de 
Judicatura, las mismas tienen un mínimo y un máximo. Para el ello el Juez tendrá 
en cuenta entre otras circunstancias la gestión realizada por el apoderado. La 
misma, dentro de mi actuar, fue diligente y siempre respetuosa con el director del 
proceso y con las partes. Considero, con todo respeto, que tasar una suma mayor 
al mínimo establecido en el Acuerdo PSAA16-10554 art. 5, del 3% es inequitativo. 

No existe en la actuación o el fallo un solo reproche, más allá de las razones de 
hecho y derecho, expuestas en el presente recurso, que llevan al juzgador a 
imponer unas agencias en derecho superiores al mínimo regulado. 

Así, solicito a los Honorables Magistrados que, en caso de no absolver a mi 
defendida, revoquen el numeral 4 de la sentencia, tasando unas agencias de 
derecho más justas y conforme a la realizad procesal.   

   
 
Por todo los expuesto, reitero, solicito el Honorable Tribunal que declare probadas 
las excepciones propuestas y como consecuencia absuelva a mi defendida. 

 

 

NOTIFICACIONES: 

Al suscrito en la Calle 72 # 29 – 40 de Bogotá D. C., celular 311-3415491, Email: 
wech22@gmial.com. 

 



Atentamente, 

 

Wilson E. Castañeda H. 

C. C. No. 79.443.884. 

T. P. 115.439 C. S. J. 

 



Armando Morales Benítez & Abogados Asociados 
Bogotá – Colombia  
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Ref.: Proceso declarativo verbal de mayor cuantía / Responsabilidad Civil 

Extracontractual en ejercicio de actividades peligrosas / Edificio Banco Tequendama 

P.H. contra Itaú Fiduciaria y Otros.–  Radicación No. 2019 - 00079. 

 

Asunto: Escrito para sustentar el Recurso de Apelación interpuesto contra la 

sentencia de primera instancia. 

 

 

 

Doctora 

Liana Aída Lizarazo Vaca 

Magistrada 

Sala Civil 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

E. S. D. 

 
 

Respetada Señora Magistrada: 
 

En mi calidad de apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la 

referencia, de manera respetuosa me dirijo a usted para sustentar de nuevo el 

Recurso de Apelación presentado contra la sentencia de primera instancia 

dictada por la Juez 40 Civil del Circuito de Bogotá el 12 de enero del año en 

curso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Legislativo 

806 de 2020. 

 

 

I.  Errores de la sentencia apelada 

 

1. Precisaré de la manera más breve posible –como lo ordena el artículo 

322 del Código General del Proceso– los reparos concretos sobre los cuales 

versará la sustentación correspondiente ante el H. Tribunal Superior. 

 

2. En cuatro clases de error incurre la decisión de primera instancia: 

 

a. Falta de apreciación de una parte esencial de la prueba documental, que 

demuestra la existencia de hechos relevantes para el juicio. 

 

b. Apreciación indebida de algunas de las pruebas en las cuales apoyó sus 

consideraciones. 

 

c. Falta de apreciación de la prueba de indicios. 

 
d. Falta de apreciación de la prueba en conjunto, de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica, conforme al mandato del artículo 176 del Código 

General del proceso. 
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De manera sucinta los enuncio a continuación. 

 

Primer reparo. – Falta de apreciación de una parte esencial de la prueba 

documental, que demuestra la existencia de hechos relevantes para el 

juicio. 

 

3. La sentencia cuestionada concluye que los daños o afectaciones del 

Edificio Banco Tequendama P.H., no se deben a la construcción del Edificio 

Torre Calle 100, sino a su propia conducta y características:  

 

a) Había desatendido normas urbanísticas (por parte de su constructor); 

 

b) Sus defectos estructurales y arquitectónicos son anteriores a la 

construcción del Edificio demandado (peso y carga inconsistentes con el 

estudio de suelos); 

 
c) Su cimentación es deficiente y las condiciones del terreno donde se 

construyó no eran las mejores; 

 

Factores que incidieron –según la sentencia– en “los quebrantos que ahora 

presenta la copropiedad demandante”.  

 

4. Sin embargo, en la sección 4 de los fundamentos de hecho de la demanda, 

se afirma que el Edificio Banco Tequendama no registró en 29 años novedad 

alguna de carácter estructural o arquitectónico y que sus buenas condiciones 

estructurales y arquitectónicas quedaron registradas entre 2009 y 2014 a 

partir de varios eventos acreditados, cuya prueba omite apreciar por completo 

la sentencia de primera instancia.  

 

Simplemente, no existen, no se mencionan, no influyen en las consideraciones 

centrales del caso, debiendo hacerlo. 

 

5. Estos eventos y sus demostraciones, corresponden a distintas 

actividades, que de modo privilegiado fueron dejando un registro en el tiempo: 

visita técnica, evaluación estructural, registro de estado físico, videos, tomas 

fotográficas y actas de vecindad, cuya referencia probatoria no deja duda sobre 

la confiabilidad de su procedencia y la veracidad de su contenido. Estas pruebas 

son las siguientes: 

 
4.2 Acción Popular con radicado No. 2009- 554. Fotos del Edificio Banco Tequendama 

aportadas por el demandante y con el Informe de Visita Técnica de la Alcaldía Local de 

Chapinero. Fragmentos – 09/ septiembre/ 2009 y 01/ febrero / 2010 - Copia – 9 páginas - 8 

fotos.    

 

4.3. Evaluación Estructural del Edificio Banco Tequendama Cra 11B No.99-54 Barrio Chico 

Norte Bogotá D.C. – A.L Telecomunicaciones de Colombia Ltda. – 08/ Marzo/ 2011 – Original – 

18 páginas. 
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4.4. Registro del Estado Físico del Edificio Banco Tequendama P.H. en Abril de 2014 – 

Comunicación de la representante legal del Edificio Banco Tequendama P.H. a la Curaduría 

Urbana 2 (Radicado No. 14-4212, expediente No. 13-2-1546) – 06/ junio/ 2014 – Copia – 17 

Actas, y fotos– 27 páginas.   

 

CD 1: Videos zonas comunes, y CD 2: Videos unidades individuales y documento con fotos. 

 

4.4.A.   Registro Fotográfico del Estado Físico del Edificio Banco Tequendama P.H. – Abril / 

2014 – 7 fotos. 

 

4.5. Actas de vecindad de Predio 4, Edificio Carrera 11B #99-54 – Axezo S.A.S. – Julio / 

2014 (Fecha del documento: Noviembre/ 2014) – Copia obtenida de la Querella Policiva 

2017523870100091E/ Inspección 2C Distrital de Policía – 6 Actas, y fotos de zonas comunes y 

unidades individuales – 44 páginas.  

 

CD 3: 14 Actas de vecindad - Fotos y videos de las unidades individuales, y CD 4: 14 Actas de 

vecindad - Fotos y videos de las zonas comunes.  

 

4.6.   Fotos del Edificio Banco Tequendama aportadas con el Informe de análisis de riesgos 

del Edificio Banco Tequendama – Empresa de seguridad Su Oportuno Servicio (S.O.S), Servicio 

de Gestión del Riesgo – 18 / febrero / 2016 – Original – Fragmentos. Carátula y Sección 6. 

Identificación de los peligros – 13 Fotos. 

 

6. Estas pruebas –aportadas con la demanda– permiten establecer en la 

línea de tiempo implícita en la narrativa de la demanda, un punto de inflexión 

en la evolución arquitectónica (estructural) del Edificio Banco Tequendama 

P.H., a partir del cual el fallador debía establecer un antes y un después antes 

del primer trimestre de 2016, ubicación cronológica que siendo esencial al caso 

propuesto, le debía dar una base temporal cierta a la sentencia y una evidencia 

apreciable sobre los daños que le sobrevinieron con la construcción del nuevo 

proyecto del edificio demandado. 

 

7. Estas evidencias le habrían revelado al fallador una realidad fáctica más 

sutil y lo habrían conducido a la necesidad de una actividad probatoria menos 

simple y lineal, obligándolo además a una confrontación con el resto del 

material probatorio, como lo indicaré en el último reparo a la sentencia 

cuestionada. 

 

8. No es una característica aislada, ni un rasgo circunstancial lo que 

demuestran estas pruebas omitidas por el fallador, sino una línea central de la 

configuración de los hechos, ya que su apreciación le habría evitado 

disquisiciones irrelevantes, como la supuesta violación de normas urbanísticas 

27 años antes, o la errada conclusión de que los defectos estructurales y 

arquitectónicos son anteriores a la construcción del Edificio demandado, o la 

afirmación de que su cimentación es deficiente y las condiciones del terreno 

donde se construyó no eran las mejores, no obstante su vida útil entre 1987 y 

2016. 

 

9. Dar por sentado a partir de las afirmaciones de los testigos la 

precedencia o anterioridad de los defectos estructurales y arquitectónicos, con 
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omisión de las pruebas indicadas, que demuestran todo lo contrario; o acoger la 

tesis de dichos testigos sobre una cimentación deficiente y un suelo deleznable; 

o concluir que se habían desatendido normas urbanísticas –aspecto del todo 

inocuo–, son las consecuencias de la falta de apreciación de este sector de la 

prueba documental cuyo contenido detallaré ante el H. Tribunal. 

 

 

Segundo reparo. – Apreciación indebida de algunas de las pruebas en las 

cuales apoya la sentencia sus consideraciones centrales. 

 

10. La apreciación de la prueba en que apoya sus conclusiones la sentencia 

apelada, son los 6 interrogatorios de parte rendidos en el juicio, las 

declaraciones de seis testigos y seis documentos (estudios o conceptos), cuyas 

características debo señalar.  

 

11. Respecto de los interrogatorios de parte, la sentencia hace resúmenes de 

las afirmaciones contenidas en ellos, sin análisis de sus aseveraciones, ni 

manifestación de su valor probatorio, por lo cual su referencia a ellos es inocua; 

aquí, no aparece cumplido el deber procesal del juez de exponer siempre 

razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. (Artículo 151 / Código 

General del Proceso) 

 

12. La apreciación de los conceptos y declaraciones de algunos de los 

testigos traídos al proceso por la parte demandada (antiguos y nuevos 

contratistas suyos), no es más pródiga en la tarea interpretativa, siendo un 

recuento de sus afirmaciones, que parecen quedar validadas por el fallador a 

medida que se transcriben, sin juicio crítico alguno. Estos conceptos (y las 

versiones que rindieron) admiten, sin embargo, otras apreciaciones: 

 

a. Donald England: 

 

Su testimonio tiene imprecisiones repetidas sobre los pisos de más del Edificio 

Banco Tequendama: de 5 a 7 pisos; de 7 a 9 pisos, cuando los demás hablan de 

8 a 9 pisos. Se contradice en aspectos claves. Señala los asentamientos 

excesivos por el propio peso del edificio, pero advierte que muy probablemente 

no hay violaciones, sino conceptos diversos de cimentación. Advierte que las 

placas flotantes tienen estos inconvenientes, pero que eran la modalidad hace 

30 años. Señala que no hubo deficiencias constructivas sino criterios de diseño 

estructural para 7 pisos. Después sostiene que el estudio de suelos y la 

estructura se corresponden, pero que se hicieron dos pisos de más, y que debió 

reforzarse la cimentación. Advierte que la carga por antenas no es significativa 

ni relevante y que el edificio no necesitaba juntas de dilatación. Aclara que la 

estructura no se encuentra en riesgo. No hay riesgo de colapso ni de estructura, 

y que la actualización estructural no es obligatoria. Señala causa afectaciones: 

dos pisos adicionales, aunque todo el mundo habla de un supuesto piso 

adicional. 
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b. Carlos Palomino: 

 

Fue el ingeniero estructural responsable del Edifico Torre calle 100. Le interesa 

la defensa de su gestión profesional y la indemnidad de sus clientes. Describe y 

defiende el proceso constructivo. Y los estudios geotécnicos, pero del Edificio 

Torre Calle 100. Su análisis del Edificio Banco Tequendama está fundado sólo 

en inspecciones visuales – ex post facto. Confesó no conocer planos, ni 

estructura, ni estudio de suelos de Edifico Banco Tequendama. Su estudio se 

ocupa más del edifico Platinum que del Edificio Banco Tequendama. Reconoce 

que la placa flotante de cimentación era común en la práctica de la geotecnia 

colombiana de hace 30 años. La desecación de la sabana explica el carácter 

generalizado de los asentamientos diferenciales. Un proceso que parece 

comprender una área tan vasta (2.500 KM2) que no explica nada y parece dejar 

la responsabilidad flotando. Reconoce que en todo proyecto se pueden generar 

asentamientos diferenciales. Y saca del cubilete la conclusión que el Edificio 

Banco Tequendama durante su vida útil, con aparente independencia de las 

construcciones vecinas, tuvo problemas de asentamientos.  

 

c. Alfonso Uribe Sardiña: 

 

Hizo el estudio de suelos del proyecto demandado; le interesa la defensa de su 

gestión profesional y la indemnidad de sus clientes. Sostiene que no es posible 

determinar o afirmar que las causas de los movimientos se deban a la 

construcción de Edificio Torre Calle 100. El Edificio Banco Tequendama: 

presente para él diversas características: cimentación técnica inadecuada; 

inexistencia de estudio de suelos para el edificio realmente construido; carga 

máxima excedida; venía presentando asentamientos en el tiempo. Refuta y 

descalifica estudio Ingeniero Vera Landázuri sobre movimientos del nivel 

freático por excavaciones de gran envergadura y continúo bombeo mecánico. 

 

d. Carlos Restrepo: 

 

El informe emitido por este ingeniero desconoce los estimativos de los 

asentamientos inducidos por el peso de la nueva edificación sobre las 

construcciones vecinas. Mención asentamientos estimados teóricos, sin prueba 

física de medición de movimientos y a través del tiempo. Según el informe no 

hay variación en terreno colindante por construcciones aledañas, contra toda la 

evidencia recogida. No contiene pruebas de laboratorio y no presenta un 

comparativo entre la información de las pruebas de laboratorio de los estudios 

realizados por las firmas que cita. Especula: no existe o existió variación 

presente en las condiciones del subsuelo y su estado actual en comparación con 

los de la época de construcción del Edificio Banco Tequendama. Afirma que el 

subsuelo está estable cuando hay otras edificaciones circundantes que han 

presentado la misma tipología de afectaciones. Y concluye de modo gratuito 

que las excavaciones y trabajos de cimentación y construcción del Edificio 

Torre Calle 100 no afectaron los cimientos del edificio Banco Tequendama.  
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Su concepto no desvirtúa que el subsuelo del Edificio Banco Tequendama haya 

tenido afectaciones por la construcción del Edificio Torre Calle 100. Examina el 

estado actual del subsuelo ya modificado, por la ejecución de esas excavaciones 

y procesos constructivos.  

 

13. Como lo señalamos en nuestro alegato de conclusión, los estudios 

presentados por estos testigos, y sus versiones en el juicio, admiten de modo 

razonable las siguientes conclusiones: 

 

a) Emiten juicios desde 2019 respecto de una ingeniería vigente en 1987 

(Normativas de construcción / materiales / tecnologías constructivas).  

 

b) No explican el motivo en virtud del cual las deficiencias anotadas no 

hayan mostrado sus consecuencias a lo largo de casi 30 años.  

 

c) Ninguna de las otras edificaciones dañadas y reparadas por el Edifico 

Torre Calle 100 tenían las características que el Ingeniero Uribe 

menciona para el Banco Tequendama: cimentación inadecuada y carga 

excedida. (Insuficiencia de la causa explicativa)  

 
d) Dos de los estudios presentados fueron especulaciones teóricas a partir 

de información secundaria. (Ingenieros Donald England y Carlos 

Restrepo)  

 
e) No detallaron ni vieron los aparatos y estructura de la cubierta que le 

agregan una carga irregular al Edificio Banco Tequendama, que ellos 

mencionan.  

 
f) Los expertos reconocieron que en el análisis del Edificio Banco 

Tequendama estamos ante una época con otra ingeniería, con otras 

normas. 

 

14. La importancia que le confiere la sentencia al testimonio del arquitecto 

Hernando Correa (citado por la parte demandante para ejercer el derecho de 

contradicción de un informe de visita rendido en mayo de 2020), ignora 

diversas características del testigo y de sus afirmaciones: 

 

a) No percibe que el profesional carece de idoneidad y experiencia en los 

temas que trata en su informe de visita y en las aseveraciones –

completamente especulativas– que ensaya sobre temas hiper 

especializados: junta de dilataciones, carga estructural, reforzamiento 

estructural, asentamientos diferenciales, placa flotante y cimentación.  

 

b) El documento que preparó como acta de vista, firmado por el Alcalde 

Local de Chapinero, no es un documento emitido por una autoridad 

pública, mediante el cual se indique una decisión administrativa al final 

de un procedimiento gubernativo.  
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c) Es una mera inspección visual como lo reconoce el Arquitecto, sin bases 

científicas.  

 
d) Sus especulaciones no tienen fundamentos técnicos, en la medida en que 

no se apoyan estudios realizados antes de 2018. (Estudios técnicos)  

 

e) No hay referencia a archivos públicos consultados, memorias técnicas, 

bitácoras de proyecto, resoluciones o estudios especializados.  

 
f) Y hace reflexiones a la ligera sobre las recomendaciones de IDIGER, sin 

reparar en que su visita fue posterior al inicio de la construcción 

demandada y por petición del Edificio Banco Tequendama P.H.  

 

La sentencia, que omite hacer un análisis juicioso del documento que originó la 

convocatoria de este testigo, transcribe apartes de sus dichos en la declaración, 

validándolos como una verdad irrefutable, avalando la especulación estructural 

de este diseñador de interiores. 

 

15. El informe de Axezo S.A.S., emitido en junio de 2018, tiene un 

tratamiento en la sentencia que no comprendemos.  

 

Se trata de una prueba aportada con la demanda, que muestra el daño causado 

a partir de 2016, contratado en junio de 2018 por el Edificio Banco 

Tequendama P.H. con la empresa Axezo S.A.S (misma empresa y profesional 

que realizó las actas de vecindad del edificio demandado), que es objeto de un 

resumen de sus consideraciones, pero sin conciliar de modo adecuado sus 

enunciados, como los relativos al perfil del suelo en relación con la causa de los 

asentamientos advertidos (la construcción del Edificio demandado), por cuenta 

de sus excavaciones profundas. Pero sin advertir que sus recomendaciones 

(continuar monitoreos, constatar cierta información con relación a la 

construcción del Edificio Torre Calle 100 y reforzar la cimentación), son el 

producto del daño ya padecido desde dos años atrás. La prueba está mal 

apreciada y mal traída a la sentencia. 

 
Prueba 4.15. de la Demanda. Informe del estado físico del Edificio Banco Tequendama – 

Axezo S.A.S. (Jaime Enrique Marquez Lee) – Junio/ 2018 – Original – 21 páginas –84 Fotos CD. 

5. Fotos y videos de zonas comunes y unidades individuales afectadas. 

 

16. La intervención del Instituto Distrital de Gestión del Riesgo y Cambio 

Climático – IDIGER, solicitada por el Administrador del Edificio Banco 

Tequendama P.H. a partir de 2016, ha sido objeto de la errónea apreciación de 

un detalle clave en la narración de la demanda.  

 

a) La sentencia cita la visita realizada en junio de 2016, que llevó a la 

emisión del Diagnóstico Técnico Nº DI-9282, en la que se formularon 

unas recomendaciones, y advierte: sin que tales recomendaciones fueron 

acatadas. 
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b) Del mismo modo, al citar el “concepto” emitido por el Alcalde de 

Chapinero de mayo de 2018 (realmente es un informe de visita, 

preparado por un experto en diseño de interiores, como ya vimos), 

destaca lo siguiente: “la copropiedad no ha efectuado reforzamiento 

estructural del edificio”, desconociendo las recomendaciones del IDIGER. 

 
c) Varios de los intervinientes en el juicio (Gabriel Cure Lemaitre y los 

testigos de la parte demandada), insistieron en la falta de reforzamiento 

como una omisión grave del Edificio Banco Tequendama, configuradora 

del daño expuesto en la demanda. 

 

17. El error de estas perspectivas es común: no advertir que las 

recomendaciones de reforzamiento estructural emitidas a partir del primer 

semestre de 2016, por supuesto traían ya incorporado el daño producido al 

edificio demandante por la nueva edificación. 

 

El Instituto Distrital de Gestión del Riesgo y Cambio Climático – IDIGER, 

interviene ante el daño ya consolidado y sus conclusiones no pueden volverse 

causa de un hecho cuando están determinando los efectos producidos por otro 

hecho. La sentencia incurre por ello en una ligereza en la composición temporal 

de estos estudios, visitas y recomendaciones, incluso  

 

 

Tercer reparo. – Apreciación indebida de la prueba de indicios. 

 

18. En el alegato de conclusión que tuvimos ocasión de presentar, señalamos 

que en el amplio y detallado capítulo de los fundamentos de hecho de la 

demanda, existían dos ejes narrativos. El primero de ellos lo enunciamos así: la 

construcción del proyecto Edificio Torre Calle 100 provocó un trastorno 

arquitectónico en su entorno urbano.  

 

19. En tal sentido señalamos –dentro de los temas especiales que se podían 

compendiar al final del debate procesal– el relacionado con la reparación y/o 

indemnización de daños causados a otras propiedades, fenómeno llamado por 

nosotros daño contextual, que tenía dos beneficios argumentales: demostrar 

que el edificio demandado había dañado a otras edificaciones que no tenían las 

características del edificio demandante; evidenciar que –contra el principio de 

igualdad– esas otras edificaciones habían sido atendidas en sus reclamos, 

reparadas e indemnizadas. 

 

20. En tal sentido, propusimos dos indicios, que formulamos del siguiente 

modo: 

 

Indicio 1: Daño múltiple en el entorno urbano. 
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a) Hecho indicador: (Demostrado con prueba referida) Pago de 

reparaciones / Indemnizaciones / Arreglos a otras propiedades del 

entorno. 

 

b) Hecho indicado: Reconocimiento de la causa y responsabilidad de y por 

los daños irradiados. 

 

Indicio 2: Certeza de la causa de los daños perimetrales. 

 

a) Hecho indicador: (Demostrado con prueba referida) Atención de 

reclamaciones, estudios y visitas por los responsables de Edificio Torre 

Calle 100 y Aseguradora.  

b) Hecho indicado: Convicción profesional y corporativa de responsabilidad 

frente a terceros por el desarrollo de una actividad peligrosa. 

 

21. Siguiendo –por supuesto– la indicación del estatuto procesal sobre la 

necesidad de probar el hecho indicador, (Código General del Proceso, artículo 240), 

mostramos las abundantes evidencias del pago de reparaciones, 

indemnizaciones y arreglos a otras propiedades del entorno y la atención de 

reclamaciones, estudios y visitas por los responsables de Edificio Torre Calle 

100 y su Aseguradora. 

 

En el alegato de conclusión hicimos un muestreo probatorio, que denominamos 

evidencias de la conciencia de responsabilidad extracontractual, cuyas 

referencias probatorias están en el documento de soporte, que incluyen buena 

parte de la prueba exhibida en el presente juicio por las empresas demandadas. 
 

22. La sentencia hace referencia –de pasada– al fenómeno de algunas 

reparaciones e indemnizaciones pagadas a propietarios de edificaciones del 

entorno, pero no se ocupa del juicioso examen de estos indicios ni de la prueba 

que los sostienen como elementos de juicio aptos para la construcción de una 

verdad procesal completa en el contexto de un juicio complejo. 

 

23. En efecto, la sentencia sostiene: 

 

Luego, pese a que no se descarta que probablemente la hechura del Edificio Torre 

Calle 100 P.H., haya producido algunos cambios significativos en el terreno del sector 

y colindante que llevaran al deterioro del Edificio Banco Tequendama P.H., esa 

circunstancia no demuestra por sí sola que la segunda construcción fue 

indefectiblemente la causa directa e inequívoca de los daños mencionados, pues se 

insiste, está probado que medió una desatención por parte del edificio demandante de 

cara al diseño y cimentación para el que se estableció su construcción, por la sobre 

carga a que fue sometida la edificación, lo que permite inferir que su deficiente 

cimentación la hace propensa a presentar las afectaciones de las que se pretende su 

restablecimiento. 
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24. Y agrega, incurriendo en una imprecisión relevante: “Es más, las 

edificaciones en comento son colindantes con la obra inmobiliaria demandada, 

mientras que la copropiedad demandante no lo es, de hecho, están separados 

por cimentación que contiene una vía vehicular”.  

 

El Edificio Cosmos 100, propiedad del Grupo Isarco (cuyo administrador 

declaró en el proceso con prueba de la atención y reparación recibidas), no es 

colindante con el Edificio Torre Calle 100, siendo vecino del Edificio Banco 

Tequendama P.H. y teniendo también –con la construcción demandada– la 

carrera 11B de por medio. 

 

 

Cuarto reparo.   – Falta de apreciación de la prueba en conjunto, de 

acuerdo con las reglas de la sana crítica, conforme al mandato del artículo 

176 del Código General del proceso. 

 

23. Por último, el último reparo a la sentencia cuestionada que pienso 

demostrar ante el H. Tribunal, es la falta de este deber cognitivo de la decisión 

judicial, que en este caso no derivó todas las ventajas de la ponderación crítica 

de todos los elementos de convicción, de su confrontación lógica, de su amplio 

panorama fáctico. 

 

24. Pretendo que el Tribunal realice la operación epistemológica omitida, 

con la seguridad de arribar a otros resultados finales. La lectura parcial del 

material probatorio, con énfasis en los testimonios técnicos aportados por la 

parte demandada, sin esfuerzos visibles de la sana crítica del conjunto total de 

la prueba recogida en el juicio, condujo a la sentencia a diversos errores 

relevantes para la decisión proferida. 

 

25. Podemos mostrar los defectos en el razonamiento judicial que 

devinieron de la omisión del método integral que recoge la norma procesal 

citada, para garantizar una verdad con alto grado de probabilidad y, por ello, de 

acierto.  

 

26. En cuanto al material fotográfico y audiovisual, clave en la descripción de 

los daños y, sobre todo, en su configuración y evolución en el tiempo, la falta de 

apreciación en conjunto es notoria.  

 

La sentencia advierte: Tampoco pueden echarse al olvido las fotografías 

aportadas por la parte demandada descargadas de la página de internet Google 

Earth, cuyo contenido no fue desvirtuado o desconocido, que efectivamente 

demuestran que para el año 2012 el Edificio Banco Tequendama P.H., presentaba 

importantes deterioros como fisuras en la fachada, grietas en columnas y 

antejardín.  
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27. Otras consideraciones sobre el valor de esta prueba habría tenido el 

fallador, si la hubiera confrontado con todo el abundante material visual que 

aportó la demanda: 

 

a) Con la serie de fotografías que en el año 2009 se presentó con la acción 

popular narrada en la demanda, y aportada como prueba 4.2, en el cual 

se aprecia que no existían grietas en el muro y rampa de acceso al sótano. 

 

b) Con el material fotográfico acompañado a un informe de visita técnica 

que el 1º de febrero de 2010 realizó la Alcaldía Local de Chapinero, 

tomado por el arquitecto Charlot Gaviria Velandia, que también revela 

que la fachada occidental, el muro y rampa de acceso al sótano del 

edificio no presentaban grietas ni desniveles en esa fecha. 

 

c) Con el registro fotográfico (y de video) radicado el día 6 de junio de 2014 

ante el Curador Urbano 2, con 17 actas de “Reconocimiento del Estado 

Físico Actual de Edificación”, con el cual se comprueba que el edificio no 

presentaba los agrietamientos, desniveles,  rupturas, y deterioros que se 

observarían después: Documentos 4.4. aportados con la demanda.  

 

d) Con el registro visual que elaboró el 21 y 23 de julio de 2014 la empresa 

Axezo S.A.S., contratada por Gabriel Ignacio Cure Lemaitre –como 

representante de la sociedad Proyecto Calle 100 S.A.S. constructora del 

proyecto demandado–para elaborar las 14 actas de vecindad de las 17 

unidades del Edificio Banco Tequendama P.H. Documento 4.5. aportado 

con la demanda. 

 

e) Con las fotos anexas al informe que rindió el 18 de febrero de 2016 la 

empresa de seguridad S.O.S,, de análisis de riesgos del Edificio Banco 

Tequendama P.H., que permiten observar que la fachada occidental, la 

terraza del segundo piso y la rampa de acceso al sótano se encontraban 

en buen estado hasta ese momento. Documento 4.6. aportado con la 

demanda. 

 

28. ¿Es posible sostener el enunciado de la sentencia transcrito en el punto 

26 anterior, frente a la abrumadora evidencia en contrario indicada en el 

enunciado anterior? Sólo omitiendo el ejercicio de una sana crítica y una visión 

integral de la prueba, es posible hacerlo. 

 

29. Idéntica circunstancia se presenta con el enjuiciamiento de que fue 

objeto el Edificio demandante, como causante de un daño auto infligido. La 

lectura sin las herramientas críticas indicadas, conduce a fallo apelado a ignorar 

los demás restantes y abundantes elementos de conocimiento que demostraron 

las buenas condiciones arquitectónicas y normativas que tuvo durante casi 30 

años.  
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30. El edificio aquí demandante nunca fue objeto de reclamaciones internas 

(copropietarios) por daño alguno; nunca ha amenazado ruina; nunca ha tenido 

riesgo de colapso estructural; nunca ha sido sancionado por haber violado su 

propia licencia o normas urbanísticas. (Trámites administrativos o judiciales); 

nunca fue condenado a pagar daños causados a terceros; y hasta 2016, nunca 

fue conminado a realizar labores de reforzamiento estructural.  

 

31. En el alegato final aludimos a las falacias y errores de su enjuiciamiento 

técnico 30 años después, demostrando que los argumentos no se sostienen: la 

falacia de la cimentación inadecuada está montada a partir de los cambios en 

los procesos constructivos, los materiales empleados y las tecnologías de la 

construcción vigentes 30 años después. La placa complementada con pilotes de 

madera –a los que aludió uno de los  ingenieros declarantes– era la usual en la 

arquitectura de 1987. Y la sentencia adopta –sin observar las orientaciones de 

la sana crítica–, las exigencias de normas futuras que no cumplió el Edifico 

Banco Tequendama tres décadas antes. 

 

32. El nexo causal que la sentencia no encuentra en el caso que nos ocupa, 

está recogido en la prueba omitida que da cuenta del estado del Edificio Banco 

Tequendama hasta 2016 y en el ejercicio ponderado de una apreciación 

razonada de todo el material probatorio. Para la Señora Juez las pruebas 

recaudas son suficientes para arribar a una determinada conclusión, pero no las 

analiza todas, y las que analiza no las analiza bien (como señalamos) y además 

no las analiza en conjunto. 

 

33. En este sentido, discrepamos de la conclusión general del fallo, en el 

sentido de que hay un cierto grado de certeza en la afirmación de que los daños 

o afectaciones físicos exteriorizados por el Edificio Banco Tequendama P.H., no 

se deben a la construcción del Edificio Torre Calle 100. 

 

El reexamen de todas estas evidencias y motivos persigue que el H. Tribunal 

arribe a conclusiones con mayor rigor lógico en el amplio contexto de los 

abundantes elementos de conocimiento aportados con la demanda y reunidos 

durante el trámite del proceso. 

 

 

II. Pretensiones del presente recurso 

 

De manera respetuosa, solicito al H. Tribunal Superior de Bogotá, –Sala 

Civil–:  

 

Primero: Revocar la sentencia de 12 de enero de 2021, proferida dentro del 

proceso de la referencia. 

 



Armando Morales Benítez & Abogados Asociados 
Bogotá – Colombia  
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Segundo: En su lugar, declarar la prosperidad de las declaraciones 

enunciadas en la demanda que inició el presente juicio y decretar las condenas 

subsiguientes. 

 

Por último, respetada Señora Magistrada, manifiesto que procedo en tiempo 

para reiterar los argumentos y alcances del Recurso de Apelación admitido. 

 

De manera respetuosa, 

 

 

Armando Morales Ocampo 
C.C. N° 19.407.888 de Bogotá. 

T. P. / 38.764 / C. S. de la J. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Bogotá D. C., Kra. 7 N° 12 B – 58, Oficina: 808  

Tel.: 2848583 / amoralesocampo@hotmail.com / Cel.: 318-7807834 





















 
 
 
 
                          CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTA
 
                          SEDE VIRTUAL
 
                          CÓDIGO VERIFICACIÓN: A21768426AC17B 
 
                          4 DE MAYO DE 2021    HORA 08:31:45
 
                          AA21768426               PÁGINA: 1 DE 3
                          * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * *
 
**********************************************************************
LA MATRÍCULA MERCANTIL PROPORCIONA SEGURIDAD Y CONFIANZA EN LOS
NEGOCIOS.
**********************************************************************
ESTE CERTIFICADO FUE GENERADO ELECTRÓNICAMENTE Y CUENTA CON UN CÓDIGO
DE VERIFICACIÓN QUE LE PERMITE SER VALIDADO ILIMITADAMENTE DURANTE
60 DÍAS, INGRESANDO A WWW.CCB.ORG.CO
**********************************************************************
RECUERDE QUE ESTE CERTIFICADO LO PUEDE ADQUIRIR DESDE SU CASA U
OFICINA DE FORMA FÁCIL, RÁPIDA Y SEGURA EN WWW.CCB.ORG.CO
**********************************************************************
PARA SU SEGURIDAD DEBE VERIFICAR LA VALIDEZ Y AUTENTICIDAD DE ESTE
CERTIFICADO SIN COSTO ALGUNO DE FORMA FÁCIL, RÁPIDA Y SEGURA EN
WWW.CCB.ORG.CO/CERTIFICADOSELECTRONICOS
**********************************************************************
 
CERTIFICADO  DE  EXISTENCIA  Y  REPRESENTACION  LEGAL O INSCRIPCION DE
DOCUMENTOS.
LA  CAMARA  DE  COMERCIO DE BOGOTA, CON FUNDAMENTO EN LAS MATRICULAS E
INSCRIPCIONES DEL REGISTRO MERCANTIL
======================================================================
|ADVERTENCIA: ESTA SOCIEDAD NO HA CUMPLIDO CON LA OBLIGACION LEGAL DE|
|RENOVAR SU MATRICULA MERCANTIL. POR TAL RAZON LOS DATOS CORRESPONDEN|
|    A LA ULTIMA INFORMACION SUMINISTRADA POR EL COMERCIANTE EN EL   |
|       FORMULARIO DE MATRICULA Y/O RENOVACION DEL AÑO : 2011        |
|FORMULARIO DE MATRICULA Y/O RENOVACION DESDE EL: 2012 HASTA EL: 2016|
======================================================================
LAS  PERSONAS JURIDICAS EN ESTADO DE LIQUIDACION NO TIENEN QUE RENOVAR
LA MATRICULA Y/O INSCRIPCION MERCANTIL DESDE LA FECHA EN QUE SE INICIO
EL PROCESO DE LIQUIDACIÓN. (ARTÍCULO 31 LEY 1429 DE 2010, CIRCULAR 019
DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO).
======================================================================
                             CERTIFICA:                              
NOMBRE : DATCOM SYSTEMS S A - EN LIQUIDACION
N.I.T.   :  830.127.059-1  ADMINISTRACIÓN  :  DIRECCION  SECCIONAL  DE
IMPUESTOS DE BOGOTA
DOMICILIO : BOGOTÁ D.C.
                             CERTIFICA:                              
MATRICULA NO: 01305214 DEL 5 DE SEPTIEMBRE DE 2003
                             CERTIFICA:                              
RENOVACION DE LA MATRICULA :22 DE JUNIO DE 2011
ULTIMO AÑO RENOVADO : 2011
ACTIVO TOTAL : 104,251,105
                             CERTIFICA:                              
DIRECCION DE NOTIFICACION JUDICIAL : CR 10 NO. 97A-13 TO B OF 202
 
 



 
 
 
 
MUNICIPIO : BOGOTÁ D.C.
EMAIL DE NOTIFICACION JUDICIAL : INFO@DATCOMSYSTEMS.COM
DIRECCION COMERCIAL  : CR 10 NO. 97A-13 TO B OF 202
MUNICIPIO : BOGOTÁ D.C.
EMAIL COMERCIAL : INFO@DATCOMSYSTEMS.COM
                             CERTIFICA:                              
CONSTITUCION:  QUE  POR ESCRITURA PUBLICA NO. 0001158 DE NOTARIA 28 DE
BOGOTA  D.C.  DEL 1 DE SEPTIEMBRE DE 2003, INSCRITA EL 5 DE SEPTIEMBRE
DE  2003  BAJO  EL  NUMERO  00896344  DEL  LIBRO  IX, SE CONSTITUYO LA
SOCIEDAD COMERCIAL DENOMINADA DATCOM SYSTEMS S A.
                             CERTIFICA:                              
QUE  LA SOCIEDAD SE HALLA DISUELTA EN VIRTUD DEL ARTICULO 31 DE LA LEY
1727  DEL  11 DE JULIO DE 2014, INSCRITA EN ESTA ENTIDAD EL 1 DE ABRIL
DE  2016,  BAJO EL NUMERO 02079583 DEL LIBRO IX , Y EN CONSECUENCIA SE
ENCUENTRA DISUELTA Y EN ESTADO DE LIQUIDACION.
                             CERTIFICA:                              
REFORMAS:                                                            
 E.P. NO.  FECHA       NOTARIA  CIUDAD        FECHA       NO.INSC.
0001054 2005/03/03 0045 BOGOTA D.C. 2005/04/06 00984517
0000001 2005/04/11 0000 BOGOTA D.C. 2005/04/15 00986247
                             CERTIFICA:                              
OBJETO SOCIAL: EL OBJETO SOCIAL LO CONSTITUYE : EL OBJETO  SOCIAL
ES : A. LA CONSULTORIA, DISEÑO,  DESARROLLO,  COMERCIALIZACION  Y
DISTRIBUCION DE SOFTWARE. B.  EL  DISEÑO,  CREACION,  DESARROLLO,
INSTALACION, IMPLEMENTACION, COMERCIALIZACION Y  DISTRIBUCION  DE
SOLUCIONES  TECNOLOGICAS.  C.  LA   CREACION,   COMERCIALIZACION,
DESARROLLO Y VENTA DE PROGRAMAS DE COMPUTACION. D. LA  PRESTACION
DE SERVICIOS DE  REDES,  DE  TECNOLOGIA  EN  HARDWARE,  SOFTWARE,
SISTEMAS DE COMPUTACION, COMUNICACIONES,  INFORMATICA,  INTERNET,
DESARROLLO DE PRODUCTOS DERIVADOS DE LAS ANTERIORES ACTIVIDADES Y
ASISTENCIA TECNICA EN GENERAL. E. LA PRESTACION DE  SERVICIOS  DE
CAPACITACION Y ASESORIA EN LAS AREAS  TECNICA,  ADMINISTRATIVA  Y
OPERATIVA Y A LA REALIZACION DE ACTIVIDADES DE OUTSOURCING. F. LA
OPERACION DE REDES DE TRANSMISION DE DATOS  Y  ADMINISTRACION  DE
CENTROS DE PROCESAMIENTO DE DATOS. G. LA COMPRAVENTA DE PRODUCTOS
Y SERVICIOS A TRAVES DE INTERNET Y  FUTURAS  TECNOLOGIAS.  H.  LA
FABRICACION,    COMERCIALIZACION,    EXPORTACION,    COMPRAVENTA,
ARRENDAMIENTO, IMPORTACION Y ENSAMBLE DE EQUIPOS DE PROCESAMIENTO
ELECTRONICO DE DATOS Y DE SUS ACCESORIOS, REPUESTOS,  SUMINISTROS
Y  UNIDADES   PERIFERICA.   I.   LA   CONSULTORIA,   INSTALACION,
IMPLEMENTACION,  COMERCIALIZACION,  DISTRIBUCION   Y   VENTA   DE
SOLUCIONES DE TELECOMUNICACIONES.  PARA  EL  CUMPLIMIENTO  DE  SU
OBJETO SOCIA  LA  SOCIEDAD  PODRA :  A.  ADQUIRIR  O  ENAJENAR  A
CUALQUIER TITULO  TODA  CLASE  DE  BIENES  MUEBLES  O  INMUEBLES,
CORPORALES O INCORPORALES. B. ACTUAR COMO  AGENTE,  DISTRIBUIDOR,
REPRESENTANTE O REPRESENTANTE DE  SOCIEDADES  QUE  SE  OCUPEN  DE
CUALQUIER ACTIVIDAD AFIN, IGUAL O SIMILAR. C. GRAVAR EN CUALQUIER
FORMA SUS BIENES O INMUEBLES,  DAR  CON  PRENDA  LOS  PRIMEROS  E
HIPOTECAR LOS SEGUNDOS O RECIBIRLOS EN GARANTIA DE  OBLIGACIONES.
D. TOMAR EN ARRENDAMIENTO, COMPRAR  Y  VENDER  BIENES  MUEBLES  E
INMUEBLES, YA SEA PARA LA ATENCION  DE  SUS  PROPIAS  NECESIDADES
LOCATIVAS  O  COMO  INVERSION  DE  SUS  RECURSOS   PARA   OBTENER
RENDIMIENTOS MEDIANTE LA REALIZACION DE OPERACIONES. E.  CELEBRAR
TODA CLASE DE CONTRATOS CON ENTIDADES BANCARIAS, DE CREDITO O  DE
OTRA  NATURALEZA.  F.  CELEBRAR   CONTRATOS   COMPLEMENTARIOS   O
NECESARIOS PARA EL BUEN DESARROLLO DE LA EMPRESA.
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                             CERTIFICA:                              
CAPITAL:
                       ** CAPITAL AUTORIZADO **
VALOR              : $200,000,000.00
NO. DE ACCIONES    : 20,000.00
VALOR NOMINAL      : $10,000.00
 
                       ** CAPITAL SUSCRITO **
VALOR              : $100,000,000.00
NO. DE ACCIONES    : 10,000.00
VALOR NOMINAL      : $10,000.00
 
                       ** CAPITAL PAGADO **
VALOR              : $100,000,000.00
NO. DE ACCIONES    : 10,000.00
VALOR NOMINAL      : $10,000.00
                             CERTIFICA:                              
                ** JUNTA DIRECTIVA: PRINCIPAL (ES) **               
QUE POR ACTA NO. 0000003 DE ASAMBLEA DE ACCIONISTAS DEL 8 DE NOVIEMBRE
DE  2004,  INSCRITA EL 10 DE NOVIEMBRE DE 2004 BAJO EL NUMERO 00961597
DEL LIBRO IX, FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
PRIMER RENGLON
  BRITO CALDERA PATRICIA LEONOR              C.C. 000000049743653
QUE  POR ACTA NO. 0000001 DE ASAMBLEA DE ACCIONISTAS DEL 23 DE FEBRERO
DE  2006,  INSCRITA  EL 7 DE JULIO DE 2006 BAJO EL NUMERO 01065346 DEL
LIBRO IX, FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
SEGUNDO RENGLON
  PIMIENTA SOLANO VICTOR RAUL                C.C. 000000017807439
QUE POR ACTA NO. 0000003 DE ASAMBLEA DE ACCIONISTAS DEL 8 DE NOVIEMBRE
DE  2004,  INSCRITA EL 10 DE NOVIEMBRE DE 2004 BAJO EL NUMERO 00961597
DEL LIBRO IX, FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
TERCER RENGLON
  GOMEZ CORREAL CESAR WILLIAM                C.C. 000000002986174
                 ** JUNTA DIRECTIVA: SUPLENTE (S) **                
QUE  POR ACTA NO. 0000001 DE ASAMBLEA DE ACCIONISTAS DEL 23 DE FEBRERO
DE  2006,  INSCRITA  EL 7 DE JULIO DE 2006 BAJO EL NUMERO 01065346 DEL
LIBRO IX, FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
PRIMER RENGLON
  SIERRA FONSECA LUZ AMANDA                  C.C. 000000039523802
SEGUNDO RENGLON
  ROJAS NIÑO ALVARO ARTURO                   C.C. 000000079324651
 
 



 
 
 
 
TERCER RENGLON
  OJEDA CHAPARRO DANIEL ANDRES               C.C. 000000080059374
                             CERTIFICA:                              
REPRESENTACION LEGAL : LA SOCIEDAD TENDRA UN GERENTE GENERAL, CON
UN SUPLENTE , EL  SUPLENTE REEMPLAZARA AL GERENTE PRINCIPAL,   EN
SUS  FALTAS TEMPORALES O ABSOLUTAS. TANTO  EL  GERENTE  PRINCIPAL
COMO EL SUPLENTE PODRAN SER REELEGIDOS SUCESIVAMENTE.
                             CERTIFICA:                              
                         ** NOMBRAMIENTOS **                        
QUE  POR  ACTA  NO.  003  DE  JUNTA DIRECTIVA DEL 4 DE AGOSTO DE 2010,
INSCRITA EL 17 DE AGOSTO DE 2010 BAJO EL NUMERO 01406412 DEL LIBRO IX,
FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
GERENTE
  BRITO CALDERA PATRICIA LEONOR              C.C. 000000049743653
SUPLENTE DEL GERENTE
  GOMEZ CORREAL CESAR WILLIAM                C.C. 000000002986174
                             CERTIFICA:                              
FACULTADES  DEL  REPRESENTANTE  LEGAL:  CORRESPONDE  AL   GERENTE
GENERAL  EL  EJERCICIO  DE  LAS  SIGUIENTES   ATRIBUCIONES :   A.
REPRESENTAR A  LA  SOCIEDAD  EN  TODOS  LOS  ACTOS  Y  CONTRATOS.
REQUERIRA AUTORIZACION PREVIA Y ESCRITA DE  LA  JUNTA  CUANDO  EL
MONTO DE LOS ACTO(S) O CONTRATO(S )  SUPERE (N )  EL  EQUIVALENTE
CUATROCIENTOS SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES  VIGENTES  ( 400
SMLMV). B. CONSTITUIR APODERADOS O MANDATARIOS JUDICIALES PARA LA
DEFENSA DE LOS INTERESES DE LA  COMPAÑIA.  C.  ADQUIRIR,  GRAVAR,
ENAJENAR Y OBTENER CREDITOS PARA EL DESARROLLO DEL OBJETO SOCIAL.
D. TOMAR O DAR DINERO EN PRESTAMO CON GARANTIAS REALES SOBRE  LOS
BIENES  DE  LA  COMPAÑIAS  O   MEDIANTE   GARANTIAS   SIMPLEMENTE
QUIROGRAFICAS. E. GIRAR,  ENDOSAR,  ACEPTAR,  COBRAR,  PROTESTAR,
CANCELAR O PAGAR TITULOS VALORES U OTROS EFECTOS COMERCIALES.  F.
PRESENTAR A LA JUNTA DIRECTIVA O POR SU CONDUCTO  A  LA  ASAMBLEA
GENERAL DE ACCIONISTAS LOS INFORMES Y LAS CUENTAS COMPROBADAS  DE
SU GESTION, AL FINAL DE CADA EJERCICIO ANUAL O CUANDO LAS  MISMAS
ENTIDADES LO SOLICITEN. G. CONVOCAR A LA JUNTA  DIRECTIVA  CUANDO
LO CONSIDERE PERTINENTE O CUANDO  SE  LO  SOLICITEN  DOS  DE  SUS
MIEMBROS PRINCIPALES, POR LOS MENOS. H. CONVOCAR  DIRECTAMENTE  A
LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTA,  CUANDO  LO  ORDENE  LA  JUNTA
DIRECTIVA O A SOLICITUD DE ACCIONISTAS QUE  REPRESENTEN,  POR  LO
MENOS, LA CUARTA PARTE O MAS DEL CAPITAL SUSCRITO. I. FORMAR  LOS
TITULOS REPRESENTATIVOS DE  LAS  ACCIONES  CONJUNTAMENTE  CON  EL
SECRETARIO.  J.  ELEVAR  A   ESCRITURA   PUBLICA   LAS   REFORMAS
ESTATUTARIAS APROBADAS POR LA ASAMBLEA GENERAL. K.  EJECUTAR  LOS
ACTOS Y CELEBRAR LOS CONTRATOS, POR SI SOLO, DE  CONFORMIDAD  CON
LA ESTABLECIDO EN EL  LITERAL  E  )  DEL  ARTICULO  36  DE  ESTOS
ESTATUTOS. L. LAS DEMAS QUE LE SEÑALE LA LEY, ESTOS  ESTATUTOS  O
QUE LE ORDENE LA ASAMBLEA O LA JUNTA DIRECTIVA PARA EL NORMAL DEL
DESARROLLO DEL OBJETO SOCIAL. M. PRESIDIR  LAS  REUNIONES  DE  LA
ASAMBLEA GENERAL, SI ESTA NO DECIDIERA OTRA COSA. EL GERENTE SERA
RESPONSABLES ANTE LA SOCIEDAD, SUS ACCIONISTAS Y TERCEROS POR LOS
ACTOS QUE POR DOLO O CULPA SUYA OCASIONEN PERJUICIOS A AQUELLOS O
A LA SOCIEDAD Y EN TODO CASO CUANDO SE EXTRAMITE EN EL  EJERCICIO
DE SUS FUNCIONES O EXCEDA EL AMBITO DEL OBJETO SOCIAL.  PARAGRAFO
: EN CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES LOS ADMINISTRADORES  DEBERAN :
A. REALIZAR LOS ESFUERZOS CONDUCENTES AL ADECUADO DESARROLLO  DEL
OBJETO SOCIAL. B. VELAR  POR  EL  ESTRICTO  CUMPLIMIENTO  DE  LAS
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DISPOSICIONES LEGALES O ESTATUTARIAS. C. VELAR  POR  EL  ESTRICTO
CUMPLIMIENTO DE LAS  DISPOSICIONES  LEGALES  O  ESTATUTARIAS.  D.
GUARDAR Y PROTEGER  LA  RESERVA  COMERCIAL  E  INDUSTRIAL  DE  LA
SOCIEDAD. E. ABSTENERSE  DE  UTILIZAR  INDEBIDAMENTE  INFORMACION
PRIVILEGIADA. F. DAR TRATO EQUITATIVO A TODOS LOS  ACCIONISTAS  Y
RESPETAR EL EJERCICIO DEL DERECHO DE INSPECCION DE  TODOS  ELLOS.
G. ABSTENERSE DE PARTICIPAR POR SI O POR INTERPUESTA  PERSONA  EN
INTERES PERSONAL O DE  TERCEROS,  EN  ACTIVIDADES  QUE  IMPLIQUEN
COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD O EN ACTOS  RESPECTO  DE  LOS  CUALES
EXISTE CONFLICTO DE INTERESES, SALVO AUTORIZACION EXPRESA  DE  LA
ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS. EN ESTOS CASOS EL  ADMINISTRADOR
SUMINISTRARA A LA ASAMBLEA TODA LA INFORMACION QUE SEA  RELEVANTE
PARA LA TOMA DE DECISION. DE LA DETERMINACION  RESPECTIVA  DEBERA
EXCLUIRSE EL VOTO DEL ADMINISTRADOR, SI FUERE ACCIONISTA. EN TODO
CASO, LA AUTORIZACION DE LA ASAMBLEA GENERAL SOLO PODRA OTORGARSE
CUANDO EL ACTO NO PERJUDIQUE LOS INTERESES DE LA SOCIEDAD.
                             CERTIFICA:                              
** REVISOR FISCAL **
QUE POR ESCRITURA PUBLICA NO. 0001158 DE NOTARIA 28 DE BOGOTA D.C. DEL
1  DE  SEPTIEMBRE DE 2003, INSCRITA EL 5 DE SEPTIEMBRE DE 2003 BAJO EL
NUMERO 00896344 DEL LIBRO IX, FUE (RON) NOMBRADO (S):
        NOMBRE                                  IDENTIFICACION
REVISOR FISCAL
  JIMENEZ PARDO JORGE ALBERTO                C.C. 000000019168544
                             CERTIFICA:                              
DE  CONFORMIDAD  CON  LO  ESTABLECIDO  EN  EL  CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO  Y  DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y DE LA LEY 962 DE
2005,  LOS  ACTOS ADMINISTRATIVOS DE REGISTRO AQUÍ CERTIFICADOS QUEDAN
EN   FIRME   DIEZ  (10)  DÍAS  HÁBILES  DESPUÉS  DE  LA  FECHA  DE  LA
CORRESPONDIENTE  ANOTACIÓN, SIEMPRE QUE NO SEAN OBJETO DE RECURSO. LOS
SÁBADOS  NO  SON TENIDOS EN CUENTA COMO DÍAS HÁBILES PARA LA CÁMARA DE
COMERCIO DE BOGOTÁ.
 
* * *   EL PRESENTE CERTIFICADO NO CONSTITUYE PERMISO DE    * * *
* * *            FUNCIONAMIENTO EN NINGUN CASO              * * *
 
                     INFORMACION COMPLEMENTARIA                      
LOS SIGUIENTES DATOS SOBRE PLANEACION DISTRITAL SON INFORMATIVOS
FECHA  DE ENVIO DE INFORMACION A PLANEACION DISTRITAL : 10 DE MARZO DE
2019
 
SEÑOR  EMPRESARIO,  SI  SU  EMPRESA  TIENE ACTIVOS INFERIORES A 30.000
SMLMV  Y  UNA  PLANTA  DE PERSONAL DE MENOS DE 200 TRABAJADORES, USTED
TIENE DERECHO A RECIBIR UN DESCUENTO EN EL PAGO DE LOS PARAFISCALES DE
75%  EN  EL  PRIMER  AÑO  DE  CONSTITUCION DE SU EMPRESA, DE 50% EN EL
 
 



 
 
 
 
SEGUNDO  AÑO  Y DE 25% EN EL TERCER AÑO. LEY 590 DE 2000 Y DECRETO 525
DE 2009.
 
RECUERDE  INGRESAR  A  WWW.SUPERSOCIEDADES.GOV.CO PARA VERIFICAR SI SU
EMPRESA ESTA OBLIGADA A REMITIR ESTADOS FINANCIEROS. EVITE SANCIONES.
**********************************************************************
**       ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACION JURIDICA DE LA       **
**         SOCIEDAD HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICION.         **
**********************************************************************
 
EL SECRETARIO DE LA CAMARA DE COMERCIO,
VALOR : $ 6,200
 
**********************************************************************
PARA VERIFICAR QUE EL CONTENIDO DE ESTE CERTIFICADO CORRESPONDA CON LA
INFORMACIÓN  QUE  REPOSA  EN  LOS  REGISTROS  PÚBLICOS DE LA CÁMARA DE
COMERCIO  DE  BOGOTÁ, EL CÓDIGO DE VERIFICACIÓN PUEDE SER VALIDADO POR
SU DESTINATARIO SOLO UNA VEZ, INGRESANDO A WWW.CCB.ORG.CO
**********************************************************************
ESTE  CERTIFICADO  FUE  GENERADO  ELECTRÓNICAMENTE CON FIRMA DIGITAL Y
CUENTA CON PLENA VALIDEZ JURÍDICA CONFORME A LA LEY 527 DE 1999.
**********************************************************************
FIRMA  MECÁNICA  DE  CONFORMIDAD  CON  EL  DECRETO  2150  DE 1995 Y LA
AUTORIZACIÓN   IMPARTIDA   POR  LA  SUPERINTENDENCIA  DE  INDUSTRIA  Y
COMERCIO, MEDIANTE EL OFICIO DEL 18 DE NOVIEMBRE DE 1996.
 
 
















































